INFORME NACIONAL DEL ECUADOR
SOBRE LA APLICACION DE LOS MANDATOS DE LAS CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

1. Democracia
Procesos y procedimientos electorales
El Tribunal Supremo Electoral del Ecuador (TSE) ha adoptado proyectos electorales con herramientas de última generación, para lo cual ha contado con el soporte técnico de la Organización de Estado Americanos (OEA). Además, esta organización ha ayudado en el mantenimiento del Sitio Web del TSE y ha apoyado el Plan Piloto de automatización del voto en el país.

Para el fortalecimiento de mecanismos electorales en el Ecuador se aplicó un proceso de control del gasto electoral y de la propaganda electoral, bajo la Ley Sistema Integrado de Administración y Gestión Electoral; que contempla: a) Depuración e impresión del padrón electoral; b) Cambios de domicilio electoral; c) Integración de las Juntas Receptoras del Voto (JRV); d) Inscripción de candidaturas; e) Escrutinios; f) Adjudicación de escaños; g) Difusión de resultados; h) Cartografía Electoral; i) Zonificación electoral; j) Sistema de transmisión de resultados; k) Rediseños de las papeletas electorales a un tamaño adecuado, tercerización del kit electoral, urnas y biombos de cartón; l) La despolitización en la integración de las Juntas Receptoras del Voto; m) Documentos electorales ordenados sistemáticamente para un uso fácil a los miembros de las JRV; n) Unificación de las bases de datos en los Tribunales Provinciales para un funcionamiento óptimo.

Transparencia y buena gestión gubernamental

El Art. 81 de la Constitución Política del Ecuador garantiza el derecho a acceder a las fuentes de información, como mecanismo para ejercer la participación democrática respecto del manejo de la cosa pública y la rendición de cuentas a la que están sujetos todas las entidades y funcionarios del Estado.

En forma complementaria a esta garantía constitucional, a nivel legislativo, el 4 de mayo de 2004, el Congreso Nacional expidió la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la misma que fue publicada en el Registro Oficial Nº 337, de 18 de mayo de 2004 y su Reglamento publicado en el Registro Oficial Nº 507, de 19 de enero del 2005.

La referida ley, que surgió como una iniciativa ciudadana en el año 2002, permite la fiscalización de la administración y los recursos públicos, lo que conlleva una mayor participación ciudadana y control social. Además es considerada como una herramienta de lucha contra la corrupción y el derecho de la ciudadanía a conocer y obtener información de actos, contratos y gestiones de las instituciones del Estado, que estén financiados por recursos públicos

Medios de comunicación

En el Ecuador impera un amplio respeto a la libertad de expresión y la difusión de las ideas, sin discriminación alguna.  Los medios de comunicación, en todos sus ámbitos y niveles gozan de todas las garantías para difundir sus noticias y sus opiniones sin censura alguna.  Este ambiente de plena tolerancia y pluralismo ha favorecido enormemente la vida democrática en el país y ha contribuido a fortalecer el sentimiento cívico de la gente, especialmente en situaciones de crisis e inestabilidad como los que ha vivido Ecuador en los últimos tiempos.  De hecho varios medios de comunicación, especialmente estaciones de radio, tuvieron un rol protagónico y fundamental en la restauración democrática y el retorno al estado de derecho que se vivió el 20 de abril de 2005.  En mucho, la absoluta libertad de prensa y la buena salud democrática de que gozan los medios de comunicación han permitido apuntalar la institucionalidad y la vigencia de los derechos humanos y las libertades públicas en el país.
Situaciones y circunstancias, felizmente aisladas y esporádicas, como las que se vivieron antes del 20 de abril de 2005, con ciertas acciones de presión e intimidación, por ejemplo a través de la contratación o no de anuncios gubernamentales por parte del Gobierno de ese entonces, han sido inmediatamente rechazadas y censuradas por la opinión pública.

Lucha contra la corrupción

En todas las instancias públicas y ciudadanas existe plena conciencia que uno de los males más peligrosos y perversos de nuestra sociedad es el cáncer de la corrupción y por ello su combate y erradicación constituye uno de las prioridades fundamentales en la agenda gubernamental.

Como se trata de un mal de múltiples alcances y derivaciones, con tentáculos muy fuertes y seductores, se trata de una campaña muy dura y no siempre con resultados inmediatos y visibles.  Sin embargo, los esfuerzos de la sociedad ecuatoriana están dados y existe una amplia determinación entre la ciudadanía de que su eliminación, en todas sus formas, constituye una cruzada nacional impostergable.
Entre las iniciativas más visibles consta el establecimiento, a nivel constitucional (Artículo 220), de la Comisión de Control Cívico de la Corrupción, formada por representantes de diferentes sectores de la sociedad ecuatoriana para acoger la protesta de los ciudadanos que rechazan los actos de corrupción cometidos por los poderes públicos.  Desde su inicio hasta la actualidad, la Comisión de Control Cívico de la Corrupción, Organismo de Control que representa a la sociedad ecuatoriana, por su esencia está sobre las circunstancias e influencias políticas y su trabajo es combatir la corrupción, servir a la moral y a los intereses del país, con independencia y responsabilidad.

En representación de la ciudadanía esta Comisión promueve la eliminación de la corrupción; recepta denuncias sobre hechos presuntamente ilícitos cometidos en las instituciones del Estado, para investigarlos y solicitar su juzgamiento y sanción.  Cuando la Comisión finaliza sus investigaciones y encuentra indicios de responsabilidad, pone sus conclusiones en conocimiento del Ministerio Público y de la Contraloría General del Estado.  No interfiere en las atribuciones de la función judicial, pero ésta deberá tramitar sus pedidos. La Comisión podrá requerir de cualquier organismo o funcionario de las instituciones del Estado, la información que considere necesaria para llevar adelante sus investigaciones y los funcionarios que se nieguen a suministrarla, serán sancionados de conformidad con la ley.  Por el contrario, las personas que colaboren para esclarecer los hechos, gozarán de protección legal.

Fortalecimiento de los gobiernos locales

La Constitución Política de la República del Ecuador en su Art. 229 faculta a los municipios para asociarse transitoria o permanentemente, a fin de alcanzar objetivos comunes y, es precisamente esta previsión constitucional la que ampara legalmente la creación y funcionamiento de la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas (AME), de manera que la Ley Orgánica de Régimen Municipal la concibe como una persona jurídica autónoma de Derecho Público, de carácter permanente, integrada por todas las municipalidades ecuatorianas, que tiene patrimonio propio y sede en la Capital de la República.

Las administraciones seccionales en Ecuador existen bajo esta filosofía de acción y como expresión encaminada al reconocimiento y respeto de la autonomía municipal, el progreso de los gobiernos locales y la representación de sus intereses comunes.

Por estar constituida por todas las municipalidades del país, la AME no se deba a ningún gobierno, partido, ni ideología política en particular, sino que sea como en efecto es: una entidad de los municipios cuyas finalidades y acciones son para los municipios.  Los recursos económicos que sostienen el funcionamiento de la AME provienen, en su mayor parte de los municipios y complementariamente de la cooperación internacional, para la ejecución de tareas y proyectos específicos.

Independientemente de la adscripción ideológica o partidaria de sus integrantes, su filosofía es el municipalismo, su deber fundamental es la defensa de la autonomía municipal y su objetivo básico es el fortalecimiento de los gobiernos locales ecuatorianos. Estas son sus condiciones de existencia y la única garantía de su unidad.  La Asociación en tanto expresión del municipalismo ecuatoriano participa de varios cuerpos colegiados en los que vigila, defiende y garantiza los derechos que asisten a los gobiernos locales.

2. Derechos Humanos
Cumplimiento de obligaciones internacionales y respeto de las normas internacionales

El Ecuador suscribió el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el 7 de octubre de 1998 y el Congreso Nacional lo aprobó mediante Resolución Nº R-23-137, de 17 de diciembre de 2002. El depósito del instrumento de ratificación se lo realizó el 5 de febrero de 2002 y se lo publicó en el Registro Oficial Nº 699, de 7 de noviembre de 2002.
De igual manera, el Ecuador depositó, el 18 de marzo de 2004, el instrumento de ratificación de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, avance que fue reconocido en el punto resolutivo 3, lit. a) de la resolución AG/RES. 2030, sobre el Fortalecimiento de los Sistemas de Derechos Humanos en seguimiento del Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas.
En cuanto al combate y eliminación de la impunidad, mediante el fortalecimiento de los sistemas judiciales y las instituciones nacionales de derechos humanos, se está coordinando, a través del Plan Nacional de Derechos Humanos del Ecuador, un seminario especializado para los miembros de la Función Judicial y del Gobierno (jueces, magistrados, fiscales, guías penitenciarios, etc.), cuyo objetivo central será describir los límites de los actos de los agentes estatales en el ejercicio de sus cargos y las consecuencias que acarrea la determinación de la responsabilidad internacional del Estado.
En relación al combate del genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra, en el Ecuador se encuentra en proceso de creación la Comisión Nacional para la Aplicación del Derecho Internacional Humanitario, que se convertiría en una instancia del Estado para promover iniciativas en el ámbito interno para la difusión y aplicación del Derecho Humanitario entre las instituciones del Estado y la sociedad en general.

Fortalecimiento de los sistemas de derechos humanos

El Ecuador está analizando las propuestas presentadas por los Estados y otros órganos involucrados, para el fortalecimiento y perfeccionamiento del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos (acceso directo de las víctimas a la Corte Interamericana, financiamiento y funcionamiento permanente de los órganos del sistema interamericano, etc.), particularmente el Proyecto de Resolución aprobado por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, que sugiere la creación de un Fondo para el Fortalecimiento de la Democracia y del Sistema Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos en las Américas. 
No obstante, el Ecuador manifestó, en su oportunidad, su inconformidad respecto a la proveniencia de recursos que serían parte de este fondo que se financiaría con el equivalente a USD 0.20 centavos de dólar americano por cada pasaje aéreo que se emita en todos los Estados Miembros de la OEA y que cada Estado se comprometería a entregar a la OEA entre el 1º y el 31 de enero de cada año.

Migración

Es indudable que los instrumentos internacionales, especialmente en materia del respeto a los derechos humanos de los migrantes, incluidos los laborales, han contribuido para que en la comunidad internacional se refuercen los principios constitutivos de la libertad de la persona, en un marco de equidad y justicia, sin adscribirse exclusivamente a los nacionales de sus países o a los migrantes que ingresan en ellos, en términos de legalidad, sino también, considerando a los migrantes irregulares, a quienes les asiste la dignidad de seres humanos.

La regularización del movimiento migratorio debería asumirse por consenso y los compromisos adquiridos deben estar garantizados, tanto para los países de origen como los de acogida de migrantes.

Los mecanismos de cooperación y coordinación migratoria bilateral, multilateral, con organismos internacionales y especializados, en los espacios de integración, contribuyen a una mayor gobernabilidad de las migraciones y al fortalecimiento de los ámbitos sociales y económicos de esa integración.

El Ecuador, país de origen de migrantes, considera que dicha cooperación y coordinación debe fortalecerse en el objetivo de propiciar políticas que corrijan los desajustes estructurales y sus secuelas de desempleo, subempleo y pobreza.

El Gobierno Nacional ha adoptado como política de estado, y trabaja en su operatividad, el Plan de Protección al Migrante, procurando legitimar su permanencia en los países de acogida, con el objeto de que pueda ejercer sus derechos como ciudadano residente con facultades y obligaciones previstas en las legislaciones de cada país; orientar la colocación laboral; y, proteger el ejercicio de los derechos humanos.

El Ecuador contribuyó decididamente en el desarrollo y formulación de la Resolución 2027 “Los Derechos Humanos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias”, aprobada en junio de 2004, en la XXXIV Asamblea General de la OEA, que se realizó en Quito.

La legislación ecuatoriana, ha incorporado a sus textos gran parte de las normas contenidas en los instrumentos internacionales sobre la materia, no obstante, debe trabajarse en la búsqueda de los mecanismos más idóneos de aplicabilidad de esas normas.

Derechos Humanos de la Mujer

En esta materia, el Ecuador ha ratificado la Convención Interamericana  para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, que entró en vigencia en el Ecuador el 15 de septiembre de 1995, y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer entró en vigencia en el Ecuador el 9 de diciembre de 1981 y su Protocolo Facultativo el 5 de mayo de 2002.

Mediante Decreto Ejecutivo Nº 764, de 28 de octubre de 1997, se creó el Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU), en cuyo Directorio participa de manera activa la sociedad civil, y existe también la Defensoría del Pueblo Adjunta de la Mujer y la Niñez, que trabaja desde 1998, con un enfoque de género y ciudadanía social de los niños y adolescentes.  Adicionalmente el Ministerio de Relaciones Exteriores promovió el Plan Nacional de Derechos Humanos y el Plan Operativo de Derechos Humanos de las Mujeres, política de estado adoptada en 1998 y en el que participa de manera paritaria el Estado y la Sociedad Civil. 

El 11 de diciembre de 1995, se publicó en el Registro Oficial Nº 839,  la "Ley Contra la Violencia  a la Mujer y la Familia", que tipifica y sanciona la violencia física, psicológica y sexual contra la mujer y la familia, contempla medidas de amparo para las víctimas de violencia intrafamiliar, consagra que los instrumentos internacionales relativos a la prevención y sanción de la violencia contra la mujer, ratificados por el Ecuador, tienen fuerza de Ley, y crea las Comisarías de la Mujer.
En el Ecuador se han implementado políticas de prevención y atención a la violencia intrafamiliar en los gobiernos locales, lo que ha permitido realizar campañas de protección dirigidos a las mujeres rurales, así como a los sectores indígenas, y a través del Ministerio de Salud, ha declarado desde 1998  a la violencia intra-familiar como un problema de salud pública, tanto para el registro e identificación de casos de violencia como para el tratamiento a las víctimas.

Derechos Humanos de la niñez y adolescencia
La Convención de los Derechos del Niño entró en vigencia en el Ecuador el 2 de septiembre de 1990 y sus Protocolos Facultativos sobre la Participación de los Niños en Conflictos Armados y sobre la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía, entraron en vigencia el 7 de julio de 2004 y el 29 de febrero de 2004, respectivamente.
La Constitución Política de 1998 abrió el camino para crear un marco jurídico más amplio para el ejercicio de los derechos de la niñez. Los avances de la nueva carta incluyen: (i) establecer la responsabilidad conjunta del Estado, la sociedad y la familia en la garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes; (ii) reconocer la ciudadanía social de la niñez y adolescencia; (iii) declarar a la niñez y adolescencia como prioridad nacional; (iv) identificar a la niñez como población en riesgo y vulnerabilidad; y (v) reconocer la necesidad de la reforma de la institucionalidad pública de la niñez.
El Estado ecuatoriano asumió la responsabilidad de garantizar los derechos de niños, niñas y adolescentes, a través de la promulgación del Código de la Niñez y de la Adolescencia, publicado en el Registro Oficial Nº 737, de 3 de julio del 2003, inspirado en una doctrina de protección integral.  Su vigencia marca el inicio de una nueva etapa en el Ecuador en cuanto al modo de enfocar el tratamiento de la niñez, con el hecho que niños, niñas y adolescentes son ciudadanos y, por tanto, sujetos de derechos y obligaciones.  Incluye reformas sustanciales en cuanto a los derechos de la niñez y adolescencia relativos a trabajo infantil y de adolescentes, abuso y explotación sexual, protección especial, adopciones, responsabilidad del adolescente infractor, relaciones de familia.

De igual manera, el Consejo de la Niñez y Adolescencia, juntamente con el Comité Nacional para la Erradicación Progresiva del Trabajo Infantil (CONEPTI), ha presentado una serie de reformas al Código de Trabajo, con el propósito de que éste tenga coherencia con el Código de la Niñez y Adolescencia en lo que respecta al trabajo de niños, niñas y adolescentes.  Este proyecto de ley se encuentra en el Congreso para su discusión y aprobación definitiva.

El Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia inició su funcionamiento en febrero del 2004, es el organismo rector del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia a nivel nacional y cuenta con un Plan Nacional Decenal de Protección Integral.  Existen además, los Comités de Gestión Local que son espacios de participación pública y privada, que promueven, difunden y exigen el cumplimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes.

El Ministerio de Bienestar Social,  a través de la Unidad Ejecutora Operación  Rescate Infantil (ORI), tiene 1.235  centros infantiles bajo la modalidad no convencional con un gran componente comunitario, que presta sus servicios a través de la suscripción de convenios de cooperación con organizaciones populares, no gubernamentales, entidades estatales, iglesia, etc. El Instituto Nacional del Niño y la Familia (INNFA) con su Programa de Desarrollo Infantil  cuenta con 1057 centros en el país.

En el año 2001, el Ecuador ratificó los Convenios de la OIT números 182 “Sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil” y 138 sobre la “Edad Mínima de Admisión de Empleo”.

El nuevo Código de la Niñez establece la obligación del Estado de formular políticas para erradicar el trabajo infantil, define el trabajo nocivo y peligroso, establece 15 años como edad mínima para el trabajo y dispone garantías para preservar el derecho a la educación y recreación de los adolescentes trabajadores. Establece sanciones administrativas para quienes incumplen el Código.  En ese sentido y con el auspicio de la OIT se desarrolla un “Programa Internacional para la Eliminación del Trabajo Infantil” que tenga aplicación especialmente en la minería y las fincas bananeras.
Respecto de la responsabilidad del adolescente infractor, el nuevo Código de la Niñez establece que los adolescentes (12 a 18 años) son inimputables para la Ley Penal, pero son responsables por sus actos; consagra la inimputabilidad de las personas menores de 12 años, establece medidas socio-educativas de atención y garantiza el debido proceso. La privación de la libertad es excepcional, sólo para las infracciones de extrema  gravedad.

Libertad de opinión y expresión

Como se señaló en el acápite de los medios de comunicación, en el Ecuador existe total libertad de opinión y expresión, y así se halla consagrado en la Constitución de la República y en diversas leyes secundarias.  Este saludable ambiente, inscrito en el más amplio espíritu de tolerancia y pluralismo ha fortalecido las formas democráticas de gobierno y la interacción entre todos los actores y sectores sociales.  Esta contribución efectiva a la gobernabilidad se ha visto reflejada en la manera como la sociedad ecuatoriana ha podido manejar sus situaciones de crisis e inestabilidad, con respuestas que han emanado directamente de la sociedad civil, como fueron los sucesos que derivaron en la sucesión presidencial del 20 de abril de 2005 y que ratificaron la vigencia de la democracia y el orden constitucional en el país.

El movimiento popular y masivo de aquellas jornadas se inscribió y fue posible, precisamente, por la existencia de una absoluta e irrestricta libertad de prensa, que hizo posible la expresión más amplia y diversa de ideas, opiniones e iniciativas sin restricción ni censura alguna.  Estas manifestaciones no son sino reflejo del clima de respeto y garantías que prevalece en la sociedad ecuatoriana y que hace posible la más pura y libre expresión de pensamiento.

3. Justicia
Acceso a la justicia

La Procuraduría General del Estado, mediante un contrato celebrado con el Centro Internacional de Estudios Superiores de Comunicación para América Latina (CIESPAL), ha iniciado programas de difusión popular en radio y televisión para la educación de las personas sobre sus derechos de acceso a la justicia. Una Comisión de Juristas de la Procuraduría trabaja en la elaboración de los libretos.

De igual manera se difunde el pensamiento del Procurador, sobre la defensa de los intereses del Estado ecuatoriano y el fortalecimiento de la independencia de la Función Judicial.

Igualmente, en lo relacionado al tema “acceso a la justicia”, sobre la materia mecanismos alternativos de solución de controversias para acelerar la administración de justicia, la Procuraduría ha creado y está en pleno funcionamiento un Centro de Mediación.
La red de información vía Internet que debía establecer la Organización de Estados Americanos (OEA), entre las autoridades jurídicas competentes de cada país miembro, en los diferentes temas legales con el propósito de facilitar la comunicación directa y frecuente entre ellos, no ha sido, hasta la presente fecha, implementada, tan solo se ha establecido en materia de derechos humanos una comunicación, vía fax entre la Procuraduría General del Estado, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, esto debido a los plazos establecidos por los dos organismos de la OEA y a la urgencia de las contestaciones estatales.

Sería de gran ayuda que la OEA y sus organismos especializados en materia de derechos humanos, como son la Comisión y la Corte, establezcan un enlace vía Internet o correo electrónico con los países interamericanos miembros, con el fin de identificar los problemas comunes en el manejo de los casos y agilitar los procesos.
Independencia del poder judicial

Como es conocido, a fines de 2004 el país vivió una aguda crisis institucional y constitucional derivada, precisamente, de la interferencia de los otros poderes del Estado en la independencia del poder judicial.  Con la sucesión constitucional y democrática del 20 de abril de 2005 se retornó al estado de derecho y se han adoptado medidas legislativas apropiadas para garantizar la independencia de la función jurisdiccional.  Actualmente existe una Comisión que, con veedurías internacionales de la ONU, OEA y de la Comunidad Andina así como de la sociedad civil y un abierto escrutinio de la opinión pública, procura la integración de una Corte Suprema a través de una selección de magistrados objetiva, imparcial, transparente y despolitizada.

La Fiscalía General del Estado, dentro del ámbito de sus competencias en materia penal, precautela el permanente cumplimiento de los principios de independencia y el acceso oportuno, equitativo y universal de la justicia.
De igual manera, la Fiscalía General del Estado integra la Red Iberoamericana de Ministerios Públicos y Fiscalías Generales, en cuyo contexto se aplican y se han desarrollado mecanismos para viabilizar la más expedita asistencia judicial en materia penal, sin perjuicio de los esfuerzos que se realizan a través de otros mecanismos amparados en el Derecho Internacional y en las Convenciones Internacionales en dicho ámbito.
Reuniones Hemisféricas de Ministros de Justicia
Cumpliendo las recomendaciones efectuadas en la Cuarta Reunión Hemisférica de Ministros de Justicia, llevada a cabo en Puerto España, Trinidad y Tobago, del 10 al 13 de marzo de 2002, el Ecuador ratificó la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal el 8 de marzo del 2002, publicada en el Registro Oficial Nº 147, de 14 de agosto del 2003. El 24 de julio de 2003, se designó como autoridad central a la Fiscalía General del Estado.  Igualmente ratificó la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Transnacional Organizada, el 23 de abril del 2002, publicada en el Registro Oficial Nº 24, de octubre del 2003.
Anteriormente se había ya ratificado la Convención Interamericana contra la fabricación y el tráficoIlícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materialesrelacionados, el 23 de junio de 1999, publicada en el Registro Oficial Nº 243, de 28 de julio de 1999, y la Convención Interamericana contra la corrupción, el 2 de junio de 1997, publicada en el Registro Oficial Nº 83, de junio de 1997.
Además se ha respondido y enviado por parte de la Fiscalía General del Estado, el cuestionario preparatorio de la Segunda Reunión de autoridades centrales y otros expertos en asistencia judicial mutua en materia penal y extradición de los estados miembros de la OEA.

Respecto a la Quinta Reunión Hemisférica, llevada a cabo en Washington D.C., del  28 al 30 de abril de 2004, el Ministerio Público del Ecuador, a través de la Unidad de Asuntos Internacionales, mantiene una conexión directa con las Autoridades Centrales y Puntos de Contacto, a fin de requerir asistencia penal internacional en cuanto a delincuencia transnacional organizada se refiera.
Una vez ratificada la Convención de las Naciones Unidas contra Ia Delincuencia Organizada Transnacional; el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños; y, el Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, se viene aplicando en el Ministerio Público conjuntamente con la Ley Reformatoria al Código Penal que tipifica los delitos de explotación sexual de los menores de edad, publicada en el Registro Oficial Nº 45, de 23 de junio del 2005, especialmente en las Unidades Especializadas de Delitos Sexuales y Migración. Actualmente se mantienen 35 casos a nivel nacional sobre trata de personas.

Combate al problema de las drogas

El Ecuador ha establecido como política de Estado la lucha contra las drogas. Es así que desde 1980 se han elaborado e implementado sucesivos Planes Nacionales de Prevención y Control de Droga, siendo el último Plan, que se encuentra en ejecución, el del periodo del 2004 al 2008.

El Decreto Ejecutivo Nº 1180, publicado en el Registro Oficial Nº 239, de 24 de diciembre de 2003, determinó en su Art. 1º que “la lucha contra la droga y sus efectos, constituye una política permanente del Estado Ecuatoriano, con el fin de alcanzar y garantizar la coexistencia de los integrantes de la sociedad, en un ambiente sano que tienda al desarrollo humano sostenido y sustentable. Por tanto es su responsabilidad y la de sus instituciones, desarrollar, dirigir y ejecutar políticas y estrategias para el cumplimiento de ese propósito…”

El apoyo financiero de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) para proyectos de desarrollo, en materia de drogas, se han visto disminuidos en estos últimos años, quedándose muchos de ellos desfinanciados e imposibilitados de seguirse ejecutando; se debe buscar apoyo de la comunidad internacional para el financiamiento de estos proyectos. Es necesario solicitar el apoyo de la CICAD para el establecimiento de una unidad de inteligencia financiera. El Consejo Nacional de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas (CONSEP) ha realizado varios acercamientos con Unidades Financieras de varios países que se encuentran dispuestos a ofrecer su cooperación técnica.

Se han producido varias Comisiones Mixtas Antidrogas entre el Ecuador y varios países de la región lo que ha permitido mejorar la cooperación técnica.

Delincuencia organizada trasnacional
La Constitución de la República y varias normas legales internas establecen las garantías necesarias que garantizan el respeto de los derechos humanos de las personas, de forma especial  el derecho a la vida, a la integridad personal, a la libertad de trabajo, entre otros. Así mismo se establece una protección especial a los niños, con el combate al tráfico de menores, la pornografía, la prostitución y la explotación sexual infantil.

En el marco internacional, el Ecuador ha suscrito: a) La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, ratificada por el Ecuador el 17 de septiembre del 2002.  b) El Protocolo para revenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional (Protocolo de Palermo), ratificado por el Ecuador el 17 de septiembre del 2002.  c) El Protocolo Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, que Complementa la Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional, ratificado por el Ecuador el 17 de septiembre del 2002.  d) El Convenio para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, ratificado por el Ecuador el 3 de abril de 1979.  e) La Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, ratificada por el Ecuador el 18 de marzo de 1994.

Mediante Decreto Ejecutivo Nº 1981, publicado en el Registro Oficial Nº 410, de 31 de agosto de 2004, el Gobierno Nacional declaró como política prioritaria del Estado el combate al tráfico de personas y a la explotación sexual y laboral, en todas sus formas, para lo cual creó la Comisión Interinstitucional para la Elaboración de un Plan Nacional para combatir  el plagio de personas, tráfico ilegal de migrantes, explotación sexual y laboral; y, otros modos de explotación y prostitución  de mujeres, niños, niñas y adolescentes, pornografía infantil y corrupción de menores.

Prevención de la violencia
En cuanto al control y prevención de las armas de fuego y municiones, el Ecuador ratificó, mediante Decreto Nº 938, de 8 de junio de 1999, y publicó en el Registro Oficial Nº 243, de 28 de julio del mismo año, la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros materiales relacionados, sin que aún se apliquen los reglamentos Modelo de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), tal como recomienda la Convención de Québec.

4. Seguridad Hemisférica
Fortalecimiento de la confianza mutua

El Ecuador ha expresado, en los diferentes foros internacionales, la necesidad de redefinir el esquema de la seguridad hemisférica, a una definición moderna que incorpore, a las tradicionales amenazas continentales, las nuevas preocupaciones y retos que genera la situación actual.
El Ecuador comparte un enfoque multidimensional innovador, no convencional, frente a los nuevos riesgos y amenazas, basado en el pleno respeto del derecho internacional, con la promoción y observancia de los derechos humanos, así como de las normas y principios establecidos en la carta de la OEA y de la ONU, que responda objetivamente a los nuevos conceptos y a las nuevas circunstancias históricas y sociales que atraviesa el hemisferio.
En este contexto, el “fortalecimiento de la confianza mutua” es un tema prioritario para el estado ecuatoriano, y en ese sentido, en el marco de la XXXIV Asamblea General de la OEA, el Ecuador apoyó y promovió la adopción de las siguientes resoluciones que se relacionan directamente con el tema de la Seguridad Hemisférica y el Fortalecimiento de la Democracia y la Confianza Mutua:  a) Declaración sobre el respeto a la democracia representativa en el Ecuador (AG/DEC.40).  b) Seguimiento a la Cumbre Extraordinaria de las Américas (AG/RES.1992).  c) Transparencia y fomento de la confianza y la seguridad en las Américas (AG/RES.1996).  d) El esfuerzo conjunto de las Américas en la lucha contra la corrupción y la impunidad (AG/RES.2002).  e) Promoción y fortalecimiento  de la democracia (AG/RES.2044).  f) Programa de gobernabilidad democrática en las Américas (AG/RES.2045), y  g) Las Américas como zona de paz y cooperación (AG/RES.2054)

En noviembre de 2004, se llevó a cabo en Ecuador la VI Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas, en la cual se respaldó la realización del Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad.
Este foro y otras iniciativas son acogidas favorablemente por el Gobierno ecuatoriano, con la finalidad de lograr el fortalecimiento de la democracia, de las instituciones y de las autoridades de cada estado, y a la vez proponer nuevas medidas de fomento de confianza y seguridad en el hemisferio.

Lucha contra el terrorismo

Ecuador ha manifestado su convicción de que el terrorismo internacional, en todas sus formas y manifestaciones, debe ser solidaria y completamente combatido con los mecanismos que el Derecho Internacional pone a disposición de los pueblos amantes de la paz.
Ecuador cree firmemente que nuestro hemisferio debe contar con los instrumentos jurídicos más adecuados, actualizados y eficaces para la lucha contra este crimen de lesa humanidad.

Para ello, se están elaborando y aplicando las medidas, para la progresiva aplicación de la Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas por parte de los órganos del Estado en las respectivas esferas de su competencia tales como bancario, aeronáutico, migratorio, policial y de seguridad.

En relación a la financiación del terrorismo, el Comité Interinstitucional contra el Terrorismo, en reunión celebrada el 28 de enero de 2005, conformó un Subcomité ad-hoc para la elaboración de un anteproyecto de Ley de Represión del la Financiación del Terrorismo que pueda estar en armonía con la legislación nacional. Dicho proyecto de ley es fiel reflejo de los compromisos adquiridos por Ecuador, que suscribió la “Convención Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo”, el 10 de Enero de 2000. Cabe resaltar que Ecuador ya ha suscrito y ratificado 11 de los 12 convenios vinculados con el tema del terrorismo.

El Subcomité está conformado por: el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Banco Central, la Procuraduría General del Estado, la Fiscalía General del a Nación, la Superintendencia de Compañías, la Superintendencia de Bancos y la Asociación de Bancos Privados del Ecuador.

5. Sociedad civil

El Ecuador ha hecho esfuerzos concertados y considerables para fortalecer la participación ciudadana en los procesos sociales y de institucionalidad democrática.  Estos esfuerzos han ido más allá de la mera participación electoral y han incluido iniciativas de empoderamiento ciudadano en varios renglones de la vida pública, tanto en las relaciones con el poder central como en las acciones emprendidas a nivel local o seccional, especialmente en propuestas de autogestión.

En ese sentido se ha favorecido y promovido las asambleas ampliadas de ciudadanos y se ha abierto múltiples canales de comunicación y acogida a las propuestas de la sociedad civil.  Muy recientemente el país vivió un proceso profundo de reivindicación democrática, que ejemplifica claramente este renovado clima ciudadano, marcado por el pluralismo, la masiva participación del individuo común en las decisiones públicas, la concertación de intereses políticos mayoritarios, incluyendo la remoción de gobernantes que han incumplido el mandato electoral.  Esta actuación ejemplar de la sociedad civil trascendió la institucional burocrática tradicional, desbordó la capacidad de los partidos políticos y reafirmó la capacidad soberana del pueblo, ejercida directamente por los ciudadanos a través de manifestaciones populares multitudinarias y ejercidas directamente y en forma absolutamente pacífica en las calles y plazas públicas.

La renovación constitucional y democrática del 20 de abril de 2005 fue motivada y ejercida por y desde la sociedad civil en una expresión libre, espontánea y no violenta, que promovió desde las bases ciudadanas mismas y en un marco estrictamente legal el retorno a la institucionalidad democrática, al estado de derecho, al respeto de los derechos humanos y de las libertades públicas y, sobre todo, a la separación de funciones del Estado, que habían sido conculcadas por el gobierno de turno.

Esto ha sido posible en mucho por el nivel de organización de la sociedad civil, la formación y madurez democrática de los ciudadanos, la capacidad de diálogo, tolerancia y pluralismo de muy variados y diversos sectores sociales y, también, por la acogida solidaria de los medios de comunicación, algunos de los cuales tuvieron un rol estelar y decisivo en este proceso de participación ciudadana sin precedentes en el país.

Por otra parte, es preciso señalar que dentro del marco constitucional y legal vigente en el Ecuador, existen instancias consagradas que favorecen la presencia de la sociedad civil en la vida pública y los procesos políticos.  Están garantizadas las asambleas populares, los procesos plebiscitarios o de consulta popular, la capacidad de iniciativa o reforma legal y constitucional bajo ciertos presupuestos, los principales derechos fundamentales de participación ciudadana e instancias orgánicas como el Defensor del Pueblo o la Comisión de Control Cívico de la Corrupción, que son vehículos propicios para viabilizar las demandas o inquietudes de la sociedad civil.

6. Comercio y Finanzas
Comercio e inversión

En el ámbito del comercio e inversión, el Ecuador ha impulsado los procesos de apertura comercial, tanto a nivel regional como multilateral que están contribuyendo a la modernización del Estado y al proceso de desarrollo económico.

En materia de política comercial, el Ecuador ha puesto sus expectativas en la concreción de un tratado de libre comercio con los Estados Unidos, conjuntamente con Colombia y Perú. Así como se han logrado negociar Acuerdos Comerciales de Última Generación con Chile, la Comunidad Andina, el MERCOSUR, y la Federación de Rusia. 
Con la Unión Europea se consiguió la prórroga de la vigencia de la Ley de Preferencias Arancelarias hasta el 31 de diciembre  del 2008, así como la ampliación de su cobertura para beneficiar con la preferencia a más productos tanto ecuatorianos como andinos para su ingreso a ese mercado.
Con Canadá se negocia la ampliación de la cobertura del SGP con el propósito de alcanzar un mayor acceso de productos ecuatorianos a ese mercado, evitando la triangulación desde el mercado norteamericano. 

Para la atracción de la inversión extranjera, el Ecuador otorga el derecho de establecimiento en casi la totalidad de los sectores económicos, sin necesidad de autorización previa de parte del Gobierno y se establece mecanismos para garantizar la estabilidad tributaria y jurídica.
Estabilidad económica y financiera

(Está tratado en el numeral 12. Crecimiento con equidad)

Responsabilidad social de las empresas

En coordinación con los sectores productivos nacionales y para regular conductas anticompetitivas o abusos de posiciones dominantes de ciertos agentes económicos, se ha propuesto un proyecto de Ley Orgánica de Competencia Económica, actualmente en discusión.

Adicionalmente se ha impulsado en el Ecuador una política de competitividad por constituir una herramienta necesaria para diseñar e implementar mecanismos que incrementen la presencia del sector industrial ecuatoriano en mercados internacionales, que transformen la estructura productiva tradicional hacia sectores y actividades que generen mayor valor agregado, reconociendo que la liberalización de mercados y el cambio tecnológico son factores intrínsecos de la realidad empresarial actual.  Existen también iniciativas para regular adecuadamente la maquila y las zonas francas como alternativas para mejorar el sistema productivo nacional.
En el ámbito del sistema financiero nacional, se ha propuesto mantener un sistema bancario sólido y un entorno macroeconómico estable, con instituciones financieras estables, apoyadas en un marco jurídico que garantice la libre movilidad del ahorro y la ampliación de la cobertura del sistema financiero nacional, teniendo presente que el nuevo diseño de la estabilidad financiera requiere de un desarrollo de mercados de capitales a través del fortalecimiento de las Bolas de Valores.
7. Infraestructura
Telecomunicaciones

En Ecuador, con la aprobación de la Ley de Transformación Económica (2000), todos los servicios de telecomunicaciones están en régimen de libre competencia, lo que ha favorecido en alto grado la expansión y la calidad de los servicios, no obstante el grave retraso de los últimos  años 2003-2004.

En cuanto al apoyo a los trabajos de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información, Ecuador fue Sede y organizó con la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) y el apoyo decidido de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), la Reunión Preparatoria de América Latina y el Caribe para la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información y la X Reunión Bienal de Consulta del Programa  para la Implementación de la Sociedad de la información en América Latina y el Caribe (INFOLAC), realizadas en Quito del 4 al 6 de mayo de 2005 e inaugurada por el señor Presidente de la República. 

Actualmente el Ecuador ocupa la Presidencia del Comité Ejecutivo del Programa INFOLAC por el período de 2 años. 

Transportes

A través del Ministerio de Obras Publicas, se ha realizado la rehabilitación de 432 km de caminos vecinales en las provincias de los Ríos, Tungurahua, Imbabura, Bolívar, Chimborazo y Cotopaxi, por un monto de $ 7 millones de dólares.

El Plan Vial del Ecuador contempla la Inversión de alrededor de $400 millones de dólares, debiendo destacarse las siguientes obras de mayor importancia: a) Autopista Esmeraldas Atacames Súa.  b) Reconstrucción de la Carretera Chone - El Carmen.  C) Vía de 4 carriles Puerto – Aeropuerto en Manta.  d) Autopista Guayaquil – Salinas.  e) Pavimentación de la Vía puerto Bolívar – Machala.  f) Troncal Amazónica.  e) Rehabilitación Reconstrucción y Mejoramiento Ambiental del denominado Corredor Vial Sur, cubriendo 700 km con un costo aproximado de 96 millones de dólares.
En convenio con diferentes Municipalidades y Consejos Provinciales de Costa, Sierra y Oriente se ha aportado con 27.8 millones, para obras viales urbanas y rurales.

Energía

Se han puesto en ejecución y se han planificado proyectos estratégicos para el país en el sector eléctrico como lo siguientes Proyectos Hidroeléctricos y Termoeléctricos: a) Mazar $ 300 millones; b) San Francisco $320 millones; c) Reventador $481 millones; d) Toachi – Pilatón $362 millones; e; Baba $ 320 millones; f) Termoriente $400 millones.
Estos Proyectos permitirán tener energía más económica a mediano plazo. Se está impulsando también la Integración Energética Latinoamericana mediante la interconexión eléctrica con Colombia. Estamos impulsando la ampliación de esta línea para duplicar la transferencia  de energía de hasta un 20% de la demanda nacional. Hace pocos días se concluyó la primera etapa de la interconexión eléctrica Ecuador – Perú que provee un 5% de la demanda.

Ecuador aspira emprender en la reconversión de centrales térmicas a diesel a centrales que utilicen gas natural. A este objetivo contribuirá la interconexión al Gasoducto del Perú y la explotación del Gas del Golfo de Guayaquil que corresponde a la licitación y adjudicación de la Novena Ronda Petrolera.

8. Manejo de Desastres
La preparación para pronosticar y cuando sea posible prevenir los desastres, mitigar sus efectos y hacer frente a sus consecuencias tiene una gran importancia para Cruz Roja Ecuatoriana. La gestión de riesgo y gestión de la vulnerabilidad de familias y comunidades en zonas propensas a desastres servirán para mejorar la capacidad y superar los efectos a nivel comunitario, y el fortalecimiento de las capacidades de la sociedad en general.

Las situaciones de emergencias y desastres pueden presentarse a cualquier escala, entendiéndose como emergencia  aquellas que son una amenaza para la vida humana, pero que pueden ser resueltas con las capacidades existentes; por desastres se entiende a situaciones de emergencia que han sobrepasado la capacidad de resolución de la comunidad y de las estructuras sociales. 
Determinados parámetros generan situaciones de crisis incrementando el nivel de riesgo y pueden ocasionar emergencias o desastres. Hay que considerar que las crisis pueden afectar de diferente forma a hombres, mujeres, niños y ancianos; por lo que la forma de afrontarlas debe ser diferenciada.

Las acciones de asistencia humanitaria se  realizarán conforme los principios fundamentales de la Cruz Roja y Media luna Roja, aplicando además los principios del Código de Conducta relativo al Socorro en casos de desastre. Se recurrirá a los medios y capacidades locales, para enfrentar las situaciones de crisis, pero sin limitarse a ellos.

Los beneficiarios, hombres y mujeres, tendrán una participación significativa en la planificación y ejecución de la intervención en las situaciones de emergencias y desastres. Los riesgos y grados de vulnerabilidad definirán los colectivos con los cuales se desarrollarán los programas de la Cruz Roja Ecuatoriana.
Las acciones desarrolladas procurarán la disminución de la vulnerabilidad de los beneficiarios considerando el mayor nivel de impacto con el menor costo de inversión social y económica. Todas las actividades internas y externas, reconocerán la importancia de interrelacionar la reducción, la respuesta y la recuperación de los riesgos existentes, a través de una correcta planificación, ejecución, monitoreo, seguimiento y evaluación.
Se identificarán en las comunidades beneficiarias de la Cruz Roja Ecuatoriana las capacidades existentes como un primer paso para la disminución de sus vulnerabilidades. La Gestión de Riesgo debe ser realizada por todos los componentes de la sociedad nacional, y se la incluirá en sus planes operativos y estrategias de trabajo. 
9. Desarrollo Sostenible
El Ecuador en cumplimiento de la Programa Multianual de trabajo desarrollado por la Comisión de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas ha remitido los informes de avance solicitados, lo cual refleja las medidas adoptadas en cumplimiento de los compromisos adquiridos tanto en Río como Johannesburgo.
Aunque se realizan esfuerzos por cumplir con los compromisos y metas asumidas, es necesario ejecutar lo dispuesto en el Texto Unificado para la Legislación Ambiental Secundaria,  para que el Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable asuma plenas funciones y desarrolle un plan integral.

Son parte de la legislación vigente en el Ecuador, los Convenios de Basilea sobre el transporte de desechos peligrosos; Convenio de Rótterdam Consentimiento Fundamentado Previo Aplicable a la Exportación de Productos Químicos y el Convenio de Estocolmo sobre los Contaminantes Orgánicos Persistentes.  Sobre este último, el Ecuador fue seleccionado como uno de los 12 países piloto que están participando en el Proyecto financiado por el Fondo para Medio Ambiente Mundial (GEF) bajo la administración del PNUMA/QUIMICOS, para el Desarrollo de Planes Nacionales de Implementación (PNI) para la Gestión de los Contaminantes Orgánicos Persistentes COPs.  Del mismo modo, desde 1998 el Ecuador cuenta con un Régimen Nacional para la Gestión de Productos Químicos Peligrosos, que tiene como finalidad incrementar la seguridad química y controlar todas las fases de la gestión de los productos químicos peligrosos.
Medio ambiente y gestión de recursos naturales

El Gobierno del Ecuador en el marco de la Convención de Cambio Climático inició en 1993 un proceso institucional como respuesta nacional al problema de cambio climático, en cuyo contexto se desarrollaron los proyectos apoyados por la comunidad internacional.  Al entrar en pleno vigor el Protocolo de Kyoto el 16 de febrero de 2005, el Ecuador inicia una etapa en la que busca fortalecer su capacidad institucional para cumplir con sus obligaciones, al igual que promover los proyectos existentes para colocarlos en el potencial mercado del carbono. 

Dentro de la subregión andina, el Ecuador es parte del CAPRADE- Comité Andino para la Prevención y Atención de Desastres- el cual cuenta con un Plan Estratégico de Prevención y Mitigación de Riesgos, y es suscriptor de los Convenios de Diversidad Biológica, el Protocolo de Cartagena sobre Bioseguridad y el Convenio de CITES.  Se encuentra en proceso de análisis una futura Ley de Biodiversidad así como un Reglamento para regular el acceso a los recursos genéticos, a partir de la ratificación del Convenio sobre la Diversidad Biológica, que motivó así mismo la creación del Grupo Nacional de Trabajo sobre Biodiversidad (GNTB), cuyo objetivo es salvar la biodiversidad remanente e impedir la degradación de los ecosistemas naturales o modificados asegurando su adecuado manejo, protección y restauración e implementando mecanismos de conservación. 

Dentro de la Cumbre de Johannesburgo (2002) el Ecuador apoyó la Iniciativa Latinoamericana y Caribeña para el Desarrollo Sostenible, en la que los países de la región se comprometieron a aumentar a un 10% en el uso de energías renovables.  En esta línea también favorece los principios de la Plataforma de Brasilia, presentada durante la Conferencia Mundial de Energías Renovables, en Bonn (2004).

10. Agricultura
El Ministerio de Agricultura y Ganadería del Ecuador ha emprendido una serie de acciones para avanzar hacia el logro de los objetivos estratégicos del Plan de Acción “Agro 2003-2015”, el mismo que fue adoptado en la Segunda Reunión Ministerial de Agricultura y Vida Rural, llevado a cabo en Panamá, en noviembre de 2003.
De igual manera, el Ecuador está negociando para obtener las mejores condiciones de acceso a los mercados para los productos de exportación, manteniendo un enfoque de cadena. Ha realizado análisis de impacto de las negociaciones con Estados Unidos y coordinado acciones con la CAN y el MERCOSUR. La eliminación de los subsidios, la apertura de mercados, las dificultades de acceso al crédito y otras dinámicas que ha adoptado el mercado a nivel mundial, han conducido a los productos rurales hacia cultivos rentables, aprovechando nichos que reclaman inocuidad, calidad, identidad y buenas prácticas de producción. Hay interés especial en la producción de cultivos orgánicos, por el aumento de la demanda de alimentos nutritivos.
El tema de Sanidad Agropecuaria ha sido prioritario para el Gobierno ecuatoriano, por lo que se está realizando esfuerzos para la erradicación de la fiebre aftosa, principalmente en las provincias fronterizas, de igual manera se  ha creado el Comité Nacional de Codex Alimentarius con su respectivo plan de acción. Además se ha fortalecido el sistema de vigilancia fitosanitaria y análisis de riesgos.
A las vísperas de la firma del Tratado de Libre Comercio, el Ecuador ha participado en las diferentes Rondas de Negociaciones manteniendo mecanismos muy claros de equidad, justicia social, racionalidad y eficiencia económica y participación ciudadana.

A través del liderazgo del Ministerio de Agricultura y Ganadería se realizaron una serie de Diálogos y Consultas a nivel local, regional y nacional con el fin de llevar a cabo un proceso de construcción de políticas de estado en materia de agricultura.  En todos estos Diálogos y Consultas se ha consensuado y priorizado líneas estratégicas de políticas que construyen una visión del sector al 2015, en la cual se observa el énfasis en tres elementos: Fortalecimiento del Capital Social, Promoción y Generación del Valor Agregado y Desarrollo Rural con enfoque territorial.

A través de la Cooperación Internacional se ha implementado, con un enfoque de cadenas de valor, un mayor acceso a mercados, mejoramiento de la calidad, incremento de la producción y mayores ventajas económicas para los pequeños campesinos organizados, en varias cadenas agroproductivas. Este tipo de programas ha contribuido a la formulación de Políticas Agrarias en lo referente a la protección de los recursos naturales como a la promoción de productos de exportación no tradicionales, con lo cual se hace evidente la coordinación con los organismos internacionales de apoyo, el sector privado y las instituciones del Estado.

Se han llevado a cabo importantes esfuerzos para integrar a todos los actores de las cadenas agropecuarias y agroalimentarias, a través de los Consejos Consultivos Agropecuarios, los cuales son un mecanismo de información, diálogo y concertación, para la solución de problemas coyunturales y estratégicos del sector agropecuario.
El Ministerio de Agricultura y Ganadería ha apoyado procesos de transferencia de tecnología que responde a las necesidades de capacitación del sector rural ecuatoriano y está dirigida a grupo de productores y organizaciones agropecuarias interesadas en recibir capacitación técnica para lo cual se ha utilizado la tercerización de servicios como medio para desarrollar las actividades con mayor eficiencia.
11. Trabajo
El Ministerio de Trabajo y Empleo del Ecuador promueve políticas laborales y de empleo, tendientes al desarrollo de los recursos humanos, regulando las relaciones laborales a fin de mantener y fomentar el trabajo decente.

Con el objeto de agilitar los juicios laborales, se ha establecido en el Ecuador el sistema oral que permite reducir a dos meses los juicios que antes duraban más de un año con el claro perjuicio a los trabajadores. También se ha creado un Centro de Mediación para atender a cualquier consulta en materia laboral y de esta manera reducir los elevados índices de abusos en contra de los trabajadores, así como también el Consejo Nacional de Capacitación Profesional, para empatar la oferta y la demanda laboral de las empresas.
De igual manera, es necesario destacar la creación de la Unidad de Discapacidades, la misma que brinda los servicios que demanda la Constitución de la República y la Ley, procurando la equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad, en el campo laboral.
En lo que se refiere a la migración laboral, en el Ecuador existen alrededor de 200.000 trabajadores colombianos y peruanos. Por ello se ha creado un orden laboral especial para esa parte de la fuerza laboral. En los próximos meses, el Ministerio de Trabajo y Empleo otorgará un permiso de trabajo hasta de cuatro meses para los trabajadores extranjeros que se encuentren de tránsito en el país.
Respecto a la situación laboral de las personas que tienen la calidad de refugiados, éstas no necesitan el carné ocupacional, sino tan solo quines tienen dependencia laboral, puesto que están amparados por las normas contenidas en la Convención de Ginebra en la cual se garantiza los derechos de protección a los refugiados.    
En lo que se refiere al trabajo infantil se ha creado y desarrollado un sistema de inspección y monitoreo en función de las peores formas de trabajo infantil en el Ecuador. La finalidad del citado sistema  es desarrollar mecanismos interinstitucionales efectivos que permitan retirar a niños y adolescentes de actividades laborales nocivas.
El 23 de abril de 2004 se constituyó el Consejo Nacional de Trabajo, foro que reúne a los presidentes de las Centrales Sindicales Nacionales y a las autoridades del Ministerio del Trabajo y Empleo para tratar temas de seguridad y salud en el trabajo.

Finalmente, el 48% de la población económicamente activa del Ecuador es calificada como informal. Para superar este problema, el Ministerio de Trabajo y Empleo estableció una nueva categoría salarial que se fijó en 70 dólares, con lo cual los trabajadores informales se afiliarán al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IEES) y podrán obtener créditos a bajo costo y recibir todos los beneficios que tienen los trabajadores amparados por el sistema legal del país.
12. Crecimiento con Equidad
Respecto del crecimiento con equidad, la estabilidad económica y financiera y del entorno económico favorable, se evidencia que, en los últimos años, la conducción de la política macroeconómica en el Ecuador se ha centrado en estabilizar la economía como prerrequisito para lograr un crecimiento sostenido; no obstante, si bien se ha conseguido disminuir la tasa de inflación y fortalecer el sector externo, el crecimiento económico es aún moderado.

En este contexto, la política macroeconómica aplicada a raíz de la dolarización logró reactivar la economía ecuatoriana, observándose crecimientos del PIB de 5.1% en el 2001; 3.4% en el 2002; 2.7% en el 2003, y 6.6% en el 2004; estimándose un 3.9% para el 2005, en comparación con el decrecimiento del 6.3% experimentado en 1999.

Uno de los mayores logros de la implementación del proceso de la dolarización, ha sido la reducción de la inflación del 91% registrado en el año 2000, hasta llegar a niveles internacionales de un solo dígito, que para el año 2004 fue de 1.95% y para el año 2005 se estima será del 2.5%. Esta situación permitió además, restablecer la confianza en el sistema bancario e impulsar la recuperación económica del país. En el año 2000, los depósitos a la vista y el cuasidinero registraron los siguientes valores US $1.152 millones y US $ 2.893 millones; mientras que para el año 2004, estos fueron de US $ 2.574 millones y US $ 4.448 millones, respectivamente.

El logro de la estabilidad en la moneda, posibilitó incrementar la recaudación tributaria neta en el 96.8% entre los años 2000 (US $ 1.659 millones) y 2004 (US $ 3.264.7 millones), lo que refleja la importante recuperación de la economía, y que para el 2005 se espera un crecimiento aproximado de 5.7%.

En junio del año 2002 el Congreso Nacional aprobó la Ley de responsabilidad, Estabilización y Transparencia Fiscal, dirigida a lograr la sostenibilidad de las finanzas públicas a través de la aplicación de reglas macro-fiscales, así como la reducción de la deuda pública en términos de PIB. La Ley creó además el Fondo de Estabilización, Inversión Social y Productiva, y Reducción del Endeudamiento Público (FEIREP), que se nutre de los recursos provenientes de las exportaciones de petróleos pesados del Estado y que se distribuye, 20% para estabilizar los ingresos petroleros y 10% para desarrollo humano, a través de educación y salud.

Otro aspecto relevante de esta Ley es lo relacionado con la disciplina fiscal, como elemento clave de la política macroeconómica, dirigida hacia la estabilidad de precios y el crecimiento sustentable de la economía lo que ha permitido que los principales indicadores macroeconómicos se mantengan estables.

Respecto al financiamiento para el desarrollo, es menester señalar que el objetivo del país es fortalecer la credibilidad de su economía en los mercados internacionales; en este sentido, es significativa la reducción de los índices de riesgo país lograda en los dos últimos años. Esta es la percepción que tienen los inversionistas extranjeros, respecto de la viabilidad económica del país.

En cuanto a la relación del crecimiento económico con los niveles estables de deuda, han permitido iniciar un proceso de reducción del peso relativo de la deuda pública agregada con respecto al PIB, a niveles cercanos al 46%. El manejo coherente de la política de endeudamiento externo e interno ha posibilitado modificar el perfil de vencimientos. Adicionalmente, se están estudiando alternativas de ingeniería financiera para el tratamiento de las obligaciones internas y externas, que conduzcan a disminuir el preso del servicio de la deuda que al momento representa el 31% del Presupuesto del Estado. 

13. Educación
Ciencia y Tecnología

Uno de los principales proyectos considerados dentro del Sistema de Educación del Ecuador, en materia de ciencia y tecnología, es la promoción, en los colegios técnicos, de proyectos de investigación y desarrollo, así como el fomento de la participación de las instituciones educativas en ferias demostrativas de proyectos productivos y tecnológicos a nivel provincial y nacional. Los proyectos ganadores han participado en la feria nacional  patrocinados por la Fundación de Ciencia y Tecnología (FUNDACYT).

Es necesario destacar que se ha establecido una coordinación entre el Ministerio de Educación y Cultura del Ecuador y el Consejo Nacional de Educación Superior (CONESUP) en lo relacionado  con la gestión del Posbachillerato.

De igual manera el Ministerio de Educación y Cultura ha implementado  pasantías e intercambios relacionados con la formación de docentes Ecuador – Francia en la enseñanza del Idioma Francés, así como también la participación de los estudiantes del nivel medio en las ferias y exposiciones de proyectos sobre Ciencia y Tecnología.

Finalmente se han realizado Concursos Nacionales a la excelencia pedagógica y de innovaciones educativas con participación de docentes de nivel primario y medio.

14. Salud
La situación actual de la salud en el Ecuador, exige de las instituciones la formulación de políticas que apunten a objetivos comunes, consensuados y que logren articular ejes centrales de acción, que converjan en el fundamento de políticas que trasciendan a gestiones y gobiernos específicos, prolongándose en el tiempo y evitando discontinuidades en la formulación y ejecución.

La salud no pueda abstraerse del contexto socioeconómico del país. La crisis económica, social y política ha tenido un impacto en los indicadores de salud y en la capacidad de respuesta del estado a la demanda de las necesidades de la población.  La crisis fiscal ha provocado una disminución de la inversión en el sector social y en especial en salud. En el  año fiscal del 2001 solo el 2.9 % del gasto fiscal total se destina a salud.  El aumento de la pobreza a determinado un deterioro en la calidad de vida en un gran sector de nuestra población, (en el año 2000 el Ecuador cayo del puesto 72 al 91 en la escala mundial de acuerdo al índice de Desarrollo Humano).

La desigualdad económica y social agrava las inequidades y la exclusión de la población rural y/o perteneciente a minorías étnicas tradicionalmente más afectadas por la pobreza y miseria. Tres millones de ecuatorianos carecen de acceso a los servicios de salud.  Los estratos pobres de la población registran tasas de morbilidad relativamente altas, como resultado de una mayor exposición a riesgos y a un limitado acceso de servicios de salud. Estos riesgos son más elevados en las zonas urbano marginales y rurales, en especial en aquellas de alta concentración indígena. La mortalidad materna e infantil registra niveles relativamente elevados: una madre muere diariamente y un niño fallece cada hora. La mayoría de muertes son por causas previsibles.  Las infecciones siguen constituyendo la principal causa de  morbimortalidad: las intestinales, respiratorias y de la piel son las más frecuentes. Aún persisten graves problemas de malaria, tuberculosis, etc. 

15. Igualdad de Género
Desde hace casi dos décadas se ha registrado un incremento de la participación de las mujeres en todos los aspectos de la vida nacional, en el mundo empresarial, político y académico. Esta presencia femenina ha provocado una disminución de ciertas actitudes machistas y ha fortalecido la organización de mujeres desde diferentes ámbitos e intereses. En la actualidad los derechos de las mujeres están incluidos en las agendas públicas y privadas, debido a su participación activa desde la sociedad civil.

El 18 de Agosto de 1989 se aprobaron 81 reformas al Código Civil ecuatoriano  que hacen referencia a la capacidad jurídica de la mujer dentro del matrimonio, de la administración de la sociedad conyugal, de la paternidad responsable, de la ayuda mutua de los cónyuges, de las capitulaciones matrimoniales, de las obligaciones y derechos de los cónyuges, de la patria potestad y de la terminación del matrimonio.

El Art. 1489 del Código Civil ecuatoriano establece la capacidad jurídica plena de la mujer en igualdad de condiciones que el hombre, garantizando los principios de libertad de contratación y libertad de trabajo, comercio e industria. 

A través de las Comisiones de la Mujer, el Niño, la Juventud y la Familia y de lo Social y Laboral del Congreso Nacional del Ecuador, se han presentado proyectos de Ley y/o reformas legales al Código Civil, de Procedimiento Penal y de Trabajo, favoreciendo la participación de las mujeres en la vida nacional y en pro de una vida sin violencia. Iniciativas que contaron con el apoyo de los movimientos de mujeres.

Merece destacar la reforma al Código Penal (Registro Oficial Nº 365, de 21 de  julio de 1998) en la cual se incluyó la protección especial a la mujer embarazada para evitar que sea privada de su libertad durante el lapso de su estado de gravidez.

Por otra parte, el Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU) ha implementado el Plan de Igualdad de Oportunidades (PIO) 1996-2000, primera parte y 2002-2010, segunda parte, cuyo  objetivo es promover la igualdad  entre mujeres y hombres. El Plan contiene once esferas de especial atención, referidas a: pobreza, trabajo, educación y capacitación, salud, violencia, economía participación en el ejercicio del poder y la toma de decisiones, derechos humanos, medios de comunicación, medio ambiente, la niñez y mecanismos institucionales para el seguimiento y evaluación del Plan de Igualdad de Oportunidades.

En el marco de las Naciones Unidas, cabe resaltar que el Ecuador actualmente es miembro de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, para el período 2006-2010.

A nivel Interamericano, el Ecuador participó, representado por la doctora Mariana Yépez, ex Ministra Fiscal General del Estado, como expositor en la Sesión Extraordinaria del Consejo Permanente de la OEA, dentro del marco de fortalecimiento y ampliación del Programa Interamericano para la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad y la Igualdad de Género.

16. Pueblos Indígenas
Los pueblos y comunidades indígenas ocupan un puesto estelar y fundamental en todos los ámbitos del Ecuador contemporáneo y no puede entenderse la realidad del país sin conocer y comprender su historia.  Los indígenas ecuatorianos tienen un elevado nivel de organización social y política, con gran capacidad de movilización, que los hace actores imprescindibles de la vida pública ecuatoriana, en todos los niveles.  Cuenta con una importante representación legislativa en el Congreso Nacional y presiden varios gobiernos seccionales, tanto a nivel municipal como provincial, en todas las regiones del país.  A nivel del poder ejecutivo han ejercido varias carteras ministeriales, tienen participación en múltiples organismos y son interlocutores necesarios en los principales procesos de diálogo y concertación política.
Además de las garantías consagradas en la Constitución, dentro de la sociedad ecuatoriana hay una creciente conciencia del valor e importancia de los pueblos indígenas en el convivir nacional, lo cual ha servido para ganar respeto y consideración a sus cosmovisiones, usos, tradiciones y costumbres ancestrales, incluyendo la valoración de sus prácticas medicinales, el uso de la tierra y las reglas jurídicas comunitarias.  Renglón especial merecen los programas de educación bilingüe y la inserción creciente de miembros de las comunidades indígenas en puestos de dirección y administración tanto del sector público como privado.

En ese sentido las organizaciones indígenas del Ecuador han tenido participación activa en las negociaciones de la Declaración Americana de Derechos de los Pueblos Indígenas, que es un tema coordinado con el Secretario Ejecutivo del Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos del Ecuador (CODENPE).  Los puntos de vista de los pueblos indígenas han sido también considerados para la reflexión de la Convención Internacional sobre la Diversidad Cultural que se discute en la UNESCO.  También han participado en el proceso de reformas del Instituto Indigenista Interamericano.
17. Diversidad cultural

El Ecuador es un país esencialmente multicultural y multiétnico, cuya diversidad es una de sus mayores riquezas.  Hay un reconocimiento expreso de la Constitución Política, que viene de tiempo atrás, sobre la naturaleza plural y diversa del Estado ecuatoriano, de múltiples razas y etnias, con respeto a su individualidad y especificidad.  El alto componente indígena y mestizo de la población ecuatoriana, con un valiosísimo aporte afroecuatoriano, le dota de una particularidad y una peculiaridad únicas que inciden notable e irrenunciablemente en el convivir cotidiano del país.  Por esa misma razón, el Ecuador multicolor y plural puede comprender como no muchos otros países el invalorable tesoro que lleva consigo su diversidad, pero también siente como pocos otros, los riesgos y amenazas que padece su original identidad.

De hecho la diversidad cultural es uno de los ejes fundamentales de la acción gubernamental y pública del Ecuador, que se aplica de modo horizontal a todas las acciones del Estado e influye en todas sus políticas.  No puede entenderse una intervención del Estado ecuatoriano o una gestión de los poderes públicos sin considerar o tener en cuenta la naturaleza diversa y múltiple de la sociedad ecuatoriano y sus componentes esenciales.  De ahí que el Ecuador haya apoyado desde el inicio y haya tomado parte activa en la elaboración, discusión y eventual aprobación de la Convención Internacional sobre la Diversidad Cultural, que se debate en el marco de la UNESCO y que constituirá un paso fundamental para dar protección y reconocimiento jurídico internacional a un aspecto que es fundamental dentro del convivir actual de las naciones, especialmente como contrapunto, balance y complemento en materia cultural a las normas de la Organización Mundial de Comercio y el proceso de negociación de Doha.

La diversidad cultural del Ecuador se expresa y aplica de variedad igualmente múltiple, desde la consagración de la norma constitucional al ejercicio creciente de los más diversos actores políticos en todos los ámbitos, como se menciona en el numeral anterior, y que se refleja bien en la variada representación étnica en el Congreso Nacional, hasta la gran cantidad de gobiernos seccionales dirigidos por personas del más plural origen, conforme la multiplicidad poblacional que caracteriza al Ecuador.  A ello se debe añadir la vigencia de un Estado multilingüe, que ha garantizado desde hace décadas la educación y el cultivo del quechua y otras lenguas autóctonas.  Tradiciones y ritos ancestrales, incluyendo prácticas religiosas y medicinales, sin descartar formas jurídicas consuetudinarias y de tenencia de la tierra, son respetadas y garantizadas por el ordenamiento jurídico y constitucional ecuatoriano.

Por ello se mira con temor la creciente y agresiva tendencia de la globalización para imponer sus estándares y su unicidad, sin respetar ni valorar las especificidades locales, sus identidades y, en muchos casos, las ancestrales prácticas de nuestros pueblos.  En esa misma línea el Ecuador constata con pesar la imposición ciega del mercado para imponer sus precios y tentaciones al comercio ilícito de los bienes culturales de su patrimonio, que ha conducido incluso al saqueo de sitios arqueológicos recientemente descubiertos, sin mencionar el robo y hurto de piezas incunables del arte ecuatoriano posteriormente expuestas al mejor postor en las plazas comerciales internacionales.

18. La Juventud y la Infancia
El 16 de octubre de 2001, el Congreso Nacional del Ecuador expidió la Ley de la Juventud, la misma que fue publicada en el Registro Oficial Nº 439, del mismo mes y año. En dicha ley se estableció la creación del Consejo Nacional de Políticas de la Juventud que es un organismo especializado para la definición, seguimiento y evaluación de las políticas de promoción de los derechos juveniles adscrito a la Presidencia de la República, que funciona de manera autónoma para el cumplimiento de su mandato.
De igual manera, en la citada ley se hace referencia al Sistema Nacional de Promoción de la Juventud que es el conjunto de políticas públicas, programas y organismos encargados de promover los derechos de la juventud ecuatoriana y el cumplimiento de sus deberes.
El Sistema Nacional de la Juventud se encuentra conformado por: a) Ell Consejo Nacional de Políticas de Juventud; b) El Instituto Nacional de la Juventud; c) Los Consejos Locales de la Juventud; d) Las organizaciones juveniles; y, e) Las instituciones que trabajas con la juventud y en relación a los y las jóvenes
A fin de dar cumplimiento al Plan de Acción para la niñez, adolescencia y juventud, el Ministerio de Bienestar Social del Ecuador, a través de la oficina de Coordinación y Desarrollo de la Juventud, ha emprendido una serie de acciones que benefician a la población joven del Ecuador, a través del fortalecimiento organizacional, la creación de Casas de la Juventud y la adopción de un Plan de Empleo Juvenil.

19. Seguimiento de las Cumbres
El Estado ecuatoriano, a través de sus diversas instancias y organismos intenta dar cabal cumplimiento a los mandatos de la Cumbre de las Américas y ha procurado observar un seguimiento adecuado del Plan de Acción de Québec y los postulados de la Declaración de Nuevo León.  Como se puede apreciar de este informe nacional, el país ha dado respuesta a casi todas las resoluciones y propuestas de la Cumbre, procurando que tengan aplicación concreta frente a la realidad y las necesidades de la sociedad ecuatoriana.

Evidentemente, no siempre ha sido posible acoger todas las expectativas de las resoluciones adoptadas en la Cumbre ni responder íntegramente a las aspiraciones de nuestra población.  Sin embargo, persiste un desafío claro para las estructuras estatales, el sendero está trazado y hay un derrotero bastante esperanzador por recorrer y cumplir en el futuro.

Es preciso puntualizar y reconocer que la inestabilidad política de los principales cuadros del gobierno central, sumado a la intrínseca fragilidad administrativa de los órganos estatales, sin mencionar las taras no superadas de la burocracia y algunos casos lamentables de corrupción, también han contribuido negativamente a la correcta aplicación de los mandatos y han dificultado su debida implementación en el país.

A nivel programático, dentro del Ministerio de Relaciones Exteriores se ha creado una unidad administrativa, la Coordinación General de Cumbres, que hace el seguimiento institucional de la Cumbre de las Américas y de otros procesos de negociación y concertación política multilateral.  Dicha Coordinación procura y vela por el cumplimiento de los mandatos presidenciales, armoniza la gestión interinstitucional y actúa como facilitadora en los procesos de aplicación y seguimiento de sus acciones o en las relaciones con el exterior.

20. Conectividad

Sobre el uso de las Tecnologías de la Información y Comunicación y la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información, se destaca la Agenda de Conectividad de las Américas: Plan de acción de Quito, aprobada por todos los países de la OEA en el marco de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL), fue presentada por Ecuador en nombre de los países Americanos (incluido Cuba, por pedido de su delegación)  y aprobada como plan prioritario para toda la Humanidad, en las conferencias de Desarrollo de las Telecomunicaciones de Estambul, 2002 y  de Plenipotenciarios de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), de Marrakech 2002. 

En aplicación de las recomendaciones de dicha  Agenda,  Ecuador aprobó, mediante Decreto Ejecutivo Nº 3393 (Registro Oficial Nº 719, de 5 de diciembre 2002) la Agenda Nacional de Conectividad, como política prioritaria de Estado. Igualmente mediante Decreto Ejecutivo Nº 1781 de agosto de 2001, se conformó la Comisión Nacional de Conectividad, presidida por el Presidente del Consejo Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL) e integrada por 8 Ministros de Estado y el Presidente del Consejo Nacional de Modernización del Estado (CONAM).

En la Agenda Nacional constan los 5 programas principales: Infraestructura para el Acceso, Tele educación, Tele salud, Comercio Electrónico y Gobierno en Línea.
Quito, 29 julio 2005
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